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COMUNIDADES  
AUTÓNOMAS Y EMPLEO

INTRODUCCIÓN

El empleo, la realidad del mercado de trabajo y la difícil 
situación por la que atraviesa, ha dado lugar a que sea con-
siderado por los ciudadanos el principal problema que tiene 
España sin que se atisbe una mejora a corto plazo.

No es extraño que la sociedad le reclame a las Adminis-
traciones Públicas la adopción de medidas para acabar con 
esta lacra y que la actuación de estas que pueda incidir en 
el empleo, ocupe la primera plana de los medios de comuni-
cación, de los comentarios de responsables públicos, agentes 
sociales y expertos.

Pero hay que hacer una afirmación y es que las Administra-
ciones Públicas no crean más empleo que aquel que se produ-
ce dentro de su organización y la de los servicios públicos que 
gestionan. Tampoco creo que se pueda afirmar con exactitud 
que les incumbe el establecimiento de las condiciones para 
que se cree el empleo dado la subjetividad que se da en la 
valoración de las mismas. El empleo lo crean los empresarios, 
grandes y pequeños porque todos son necesarios.

Las Administraciones Públicas en esta materia llevan a cabo 
una función normativa en la regulación que le corresponde 
dentro de un estado de derecho, una función de fomento a 
través de las ayudas dirigidas a los distintos sectores y la 



actividad formativa para la preparación de los ciudadanos a 
fin de adaptarse al mercado de trabajo, pero también aquí 
su función es limitada. Respecto de la normativa porque en 
el conflicto de intereses en que se desenvuelve la vida nunca 
las normas pueden contentar a todos y los distintos secto-
res, patronos y trabajadores desde su perspectiva personal, 
siempre pensarán que la norma es mejorable y que no res-
ponde plenamente a sus necesidades, por lo que tendrán que 
aceptar la situación de lo que podríamos denominar el quedar 
razonablemente insatisfecho.

Otro tanto cabe decir de las ayudas que, por un lado tie-
nen el límite de las disponibilidades  presupuestarias y por 
otro, el no caer en un mercado subsidiado y en consecuencia 
dirigido, que distorsione la producción y no sea capaz de 
adaptarse a los retos de una economía cambiante.

Y respecto de la formación, siempre es una oferta que 
requiere en los destinatarios interés y esfuerzo para su apro-
vechamiento para que no quede limitado en su eficacia real 
a la creación de los puestos de trabajo de los formadores.

En definitiva, hay muchos factores que inciden en la crea-
ción de empleo. Con la denostada legislación laboral modifi-
cada en el último año y que se ha presentado como el mayor 
inconveniente para el despegue laboral, España creó empleo 
hasta situarse en unos niveles de paro bastante aceptables, 
lo que ocurría es que había otros problemas como un vicia-
do desarrollo económico, poco diversificado y sin elasticidad, 
pero que creaba empleo y, en cuanto a la situación actual, 
con la reforma llevada a cabo me temo que si los bancos no 
empiezan a conceder créditos no se creará empleo por muy 
buena que pueda ser la normativa, cuestión que es ajena a 
este trabajo.

Otro tanto cabe decir de los beneficios empresariales ne-
cesarios para la creación de empleo, que no solo dependen 
de la regulación laboral sino de la adecuada organización con 
que los empresarios doten a sus empresas sin la cual, pese 
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a trabajar más horas con salarios más bajos, puede que los 
beneficios sean menores.

Centrándonos en el objeto de este trabajo referido a las 
Comunidades Autónomas y el empleo y teniendo en cuenta 
que España es un Estado compuesto, se va a desarrollar el 
tratamiento constitucional tanto desde el ámbito de los dere-
chos como del reparto competencial, para después pasar, ya 
que nos encontramos en Andalucía, al contenido del Estatuto 
de Autonomía y terminar en las actividades específicas que 
desarrolla nuestra Comunidad Autónoma.

MARCO CONSTITUCIONAL
La Constitución recoge en el Capítulo segundo del Título 

primero el trabajo como un derecho deber. El art. 35 esta-
blece: “Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el 
derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a 
la promoción a través del trabajo y a una remuneración sufi-
ciente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin 
que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón 
de sexo”, y en su segundo párrafo remite a la ley para regular 
un estatuto de los trabajadores.

Para la garantía de estos derechos el art. 53.1 establece 
que vinculan a todos los poderes públicos y que solo por ley 
que, en todo caso deberá respetar su contenido esencial, po-
drá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que 
se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el art. 161.1.a. De 
esto se deduce que el derecho y el deber de trabajar vincula 
a todos los poderes públicos, lógicamente no es un derecho 
que esté garantizado por estos, pero sí que su actuación tiene 
que estar regida por facilitar el ejercicio de este derecho, y la 
regulación de este derecho está reservada a la ley ordinaria 
ya que la reserva de ley orgánica la tienen solo los derechos 
fundamentales y las libertades públicas de la sección primera 
del mismo capítulo.
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La ley que lo regule ha de respetar su contenido esencial. 
Sobre lo que constituye el contenido esencial de un derecho 
se ha escrito mucho. De una forma simple podríamos decir 
que es aquello que lo identifica como tal, de modo que su 
desaparición implicaría que no existe el derecho. Si empe-
zamos a reducir los contenidos de un derecho, llegaremos 
a que lo que nos quede no pueda identificarse como tal 
y en el momento previo a ello se encontrará el contenido 
esencial, por lo que no cabe una definición legal del mismo 
ya que la apreciación de hasta donde alcanza se encuentra 
en la valoración social y evoluciona con ella. Tratándose del 
derecho al trabajo lo situaríamos cuando la realidad enjui-
ciada carece de los elementos que determinan una relación 
laboral y se acercan a una forma de esclavitud.

Por último su tutela, al tratarse de una ley, le corresponde 
al Tribunal Constitucional a través del recurso de inconstitu-
cionalidad ya que no es susceptible de recurso de amparo y, 
por supuesto a las Jurisdicciones ordinarias respecto de toda 
la normativa de desarrollo y actos de aplicación.

El cuadro de los derechos y deberes fundamentales se 
cierra en el capítulo tercero, dedicado a los principios rec-
tores de la política social y económica, en cuyo artículo 40 
se mandaba a los poderes públicos a realizar una política 
orientada al pleno empleo y en el 41, a mantener un régi-
men público de Seguridad Social para todos los ciudadanos 
que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes 
ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de 
desempleo.

La eficacia de estos principios rectores, como se contiene 
en el art. 53.3, consiste en que su reconocimiento, respeto 
y protección, informarán la legislación positiva, la práctica 
judicial y la actuación de los poderes públicos, si bien solo 
pueden ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo 
con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.
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DISTRIBUCIÓN COMPETENCIAL
Marco Constitucional

Respecto a la distribución competencial entre el Estado y 
las Comunidades Autónomas hay que acudir al art. 149.1.1, 
1.7 y, por conexión al 1.17.

El art. 149.1.1 atribuye al Estado la regulación de las con-
diciones básicas que garanticen la igualdad de todos los es-
pañoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento 
de los deberes constitucionales.

El término de “básicas” que se contiene en el precepto 
no tiene ninguna identificación con el de “bases” referido a 
la legislación para distinguirla de las de desarrollo que se 
contiene en otros apartados. Aquí “básico”, conforme a la 
doctrina constitucional, cabría identificarlo con condiciones 
mínimas que permitiendo la identificación del derecho o de la 
obligación, posibilitan un principio de igualdad sobre la que 
se asienten las diferencias provenientes de la actuación de 
las Comunidades Autónomas en el ejercicio legítimo de sus 
competencias, dentro de la complejidad del sistema en el que 
coexisten competencias distintas atribuidas a los distintos po-
deres y con un grado de intensidad también distinto. La Cons-
titución a través de este precepto atribuye al Estado garantizar 
una cierta igualdad, pero de ningún modo una uniformidad 
que es incompatible con el modelo de un Estado compuesto.

En tal sentido y en torno al principio de igualdad, el Tribu-
nal Constitucional clarifica su alcance en su sentencia 37/87, 
de 20 de mayo (FJ 10º) en los siguientes términos:

“El principio constitucional de igualdad no impone que todas 
las Comunidades Autónomas ostenten las mismas competen-
cias ni, menos aun, que tengan que ejercerlas de una manera 
o con un contenido y unos resultados idénticos o semejantes. 
La autonomía significa precisamente la capacidad de cada 
nacionalidad o región para decidir cuándo y cómo ejerce sus 
competencias en el marco de la Constitución y el Estatuto” 
y sigue
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“si, como es lógico de dicho ejercicio se derivan desigual-
dades en la posición jurídica de los ciudadanos residentes en 
cada una de las distintas Comunidades Autónomas, no por 
ello resultan necesariamente infringidos los arts. 1, 9.2, 139.1 
y 149.1 de la Constitución Española, ya que estos preceptos 
no exigen un tratamiento jurídicamente uniforme de los dere-
chos y deberes de los ciudadanos en todo tipo de materias 
y en todo el territorio del Estado, lo que sería frontalmente 
incompatible con la autonomía sino, a lo sumo, y por lo que 
al ejercicio de derechos y al cumplimiento de deberes consti-
tucionales se refiere, una igualdad en las posiciones jurídicas 
fundamentales”.
Queda así reflejado el alcance del principio de igualdad que, 
en demasiadas ocasiones, se reclama en términos incompati-
bles con el modelo de estado autonómico.

El art. 149.1.7 reserva al Estado la legislación laboral, sin 
perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades 
Autónomas.

La competencia del Estado en esta materia es total en 
cuanto a la legislación, y en cuanto a las competencias de las 
Comunidades Autónomas implica la aplicación de la normativa 
estatal, lo que podíamos denominar competencias administrati-
vas, si bien se considera que estas competencias de ejecución 
comprenden las normativas necesarias para regular la organi-
zación de los servicios que han de llevarlo a cabo.

Por su parte, según el art. 149.1.17, corresponde al Estado 
la legislación básica y el régimen económico de la seguridad 
social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las 
Comunidades Autónomas, lo que implica que las Comunidades 
pueden legislar en desarrollo de las bases que establezca el 
Estado y al igual que en el caso de la legislación laboral, le 
corresponde la ejecución.
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Marco Autonómico
Circunscrito al ámbito de las competencias en materia de 

empleo de las Comunidades Autónomas, es necesario dete-
nerse en el contenido de los Estatutos de Autonomía y es-
pecíficamente en el de Andalucía, dado el lugar en que nos 
encontramos, si bien respecto de las competencias específi-
cas no hay diferencias sustanciales con los demás estatutos, 
sobre todo con los que han sido objeto de reforma en los 
últimos años que se han venido a denominar estatutos de 
nueva generación.

La diferencia es importante entre el Estatuto aprobado por 
Ley Orgánica de 30 de diciembre de 1981, con el que se 
inició la andadura como Comunidad Autónoma y el vigente, 
contenido en la Ley Orgánica de reforma, 2/2007, de 19 de 
marzo.

El primer Estatuto, mucho más breve, incluía en su art. 12.3, 
como primer objetivo básico para el que la Comunidad Autó-
noma ejercía sus poderes, “la consecución del pleno empleo 
en todos los sectores de la producción y la especial garan-
tía de puestos de trabajo para las jóvenes generaciones de 
andaluces”. En el 10 figuraba el desarrollo industrial, como 
fundamento del crecimiento económico de Andalucía, y en el 
11 la reforma agraria entendida como la transformación, mo-
dernización y desarrollo de las estructuras agrarias y como 
instrumento de una política de crecimiento, pleno empleo y 
corrección de los desequilibrios territoriales.

Por su parte en el art. 17.2, en el ámbito competencial le 
correspondía a la Comunidad Autónoma la ejecución de la 
legislación del Estado en materia laboral, con las facultades y 
servicios propios de la Administración respecto de las relacio-
nes laborales, sin perjuicio de la alta inspección del Estado y 
de lo establecido en el art. 149.1.2 de la Constitución.

En el art. 20.2, le atribuía el desarrollo, legislación y la 
ejecución de la legislación básica del Estado en materia de 
seguridad social, sobre las normas que configuran el régimen 
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económico de la misma y la gestión del régimen económico 
de la misma.

Hay que destacar la reserva a modo de recordatorio de 
lo dispuesto en el art. 149.1.2 de la Constitución, por el que 
compete al Estado la materia de nacionalidad, inmigración, 
emigración, extranjería y derecho de asilo, por la conexión que 
se da entre los movimientos migratorios y el empleo y el reco-
nocimiento de una alta inspección del Estado, no contenida en 
el art. 149 de la Constitución por lo que hay que configurarlo 
como una limitación estatutaria, es decir que el propio estatu-
to se constriñe incluyendo una limitación que no figura en el 
texto constitucional, opción plenamente posible por el carácter 
dispositivo que los Estatutos tienen respecto de las posibilida-
des que ofrece la Constitución en cuanto a las competencias. 
La Constitución marca el límite que se encuentra en las que 
se reserva el Estado, si bien los Estatutos no tienen que ago-
tar ese límite. Esta alta inspección estatal se recogía también 
en el art. 19.1 en materia educativa y respondía a las cautelas 
que ya se estaban poniendo de manifiesto en los ámbitos de 
los poderes sobre el desarrollo del Estado de las Autonomías, 
que desembocaron en la aprobación, el 31 de julio de 1982, 
de la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico, 
la LOAPA, dictada al amparo del art. 150.3 de la Constitución 
que posibilita al Estado el dictar leyes que establezcan los 
principios necesarios para armonizar las disposiciones norma-
tivas de las Comunidades Autónomas.

Recurrida la Ley al Tribunal Constitucional, en sentencia 
de 13 de agosto de 1983 declaró inconstitucional el carácter 
orgánico y armonizador de la Ley así como 14 de sus 38 ar-
tículos, promulgándose con los restos de la LOAPA la llamada 
Ley del Proceso Autonómico 12/1983, de 14 de octubre, que 
mereció la denominación de la loapilla con la que fue cono-
cida durante algún tiempo. Valga esta disgresión para señalar 
que si bien la LOAPA fue declarada inconstitucional, el espíritu 
que la inspiraba influyó en el Estatuto de Autonomía para An-
dalucía y en el resto de los Estatutos que le siguieron.
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El nuevo Estatuto de Autonomía contiene una regulación 
más amplia. En el título preliminar, art. 10.3, al establecer los 
objetivos básicos para los que ejerce sus poderes la Comuni-
dad Autónoma, se contiene en primer lugar la consecución del 
pleno empleo estable y de calidad en todos los sectores de 
la producción, con singular incidencia en la salvaguarda de la 
seguridad y salud laboral, la conciliación de la vida familiar y 
laboral y la especial garantía de puestos de trabajo para las 
mujeres y las jóvenes generaciones de andaluces.

No hay duda de que la lectura de este precepto, pese a su 
carácter programático, puede conducir al escarnio si lo pone-
mos en relación con la situación actual del mercado de tra-
bajo en Andalucía, especialmente el juvenil, pero no viene mal 
que todos los poderes públicos, estatal, autonómico y local, 
recuerden que es el objetivo al que deben dirigir su actuación 
en la Comunidad Autónoma que figura en primer lugar.

El Título I está dedicado a los derechos sociales, deberes 
y políticas públicas.

La inclusión de estos derechos en un Estatuto de Autono-
mía en términos bastante similares a los del Estatuto anda-
luz, fue objeto del recurso de inconstitucionalidad interpuesto 
contra el Estatuto de Cataluña, reconociendo el Tribunal su 
constitucionalidad, si bien no con la naturaleza de derechos 
fundamentales cuyo establecimiento está reservado a la Cons-
titución, sino como derechos conectados con los correspon-
dientes ámbitos competenciales y con una efectividad limitada 
a los mismos.

En el capítulo II dedicado a los derechos y deberes encon-
tramos en el art. 26 que “en el ejercicio del derecho constitu-
cional al trabajo se garantiza a todas las personas:

a) el acceso gratuito a los servicios públicos de empleo;
b) el acceso al empleo público en condiciones de igualdad  

y según los principios constitucionales de mérito y ca-
pacidad;
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c) el acceso a la formación profesional;
d) el derecho al descanso y al ocio.”
En su apartado segundo se garantiza a los sindicatos y 

a las organizaciones empresariales el establecimiento de las 
condiciones necesarias para el desempeño de las funciones 
que la Constitución les reconoce, además de mandatar a que 
una Ley regule su participación institucional en el ámbito de 
la Junta de Andalucía a los más representativos.

El capítulo III está dedicado a los principios rectores como 
instrumentos que mediante su aplicación efectiva garantizarán 
y asegurarán el ejercicio de los derechos y la consecución de 
los objetivos básicos que hemos enunciado. Entre estos prin-
cipios rectores regulados en el art. 37, interesan los números 
8, 9, 10 y 11.

En el ocho se incluye la integración de los jóvenes en la 
vida social y laboral, favoreciendo su autonomía personal.

En el 9, la integración laboral, económica, social y cultural 
de los inmigrantes.

El 10 comprende el empleo de calidad, la prevención de 
los riesgos laborales y la promoción en el trabajo, y el 11 se 
refiere a la plena equiparación laboral entre hombre y mujer, 
así como la conciliación de la vida laboral y familiar.

Una peculiaridad del nuevo Estatuto es dedicar un Título, el 
VI a la materia de economía, empleo y hacienda.

El capítulo II comprende el empleo y las relaciones labora-
les a los que dedica los artículos 166 al 174, en los que se 
contienen como función de los poderes públicos:

• Velar por los derechos laborales y sindicales de los tra-
bajadores;

• El cumplimiento del principio de igualdad de oportuni-
dades entre hombre y mujer en el ámbito laboral, en el 
acceso a la formación y promoción profesional, condicio-
nes de trabajo y retribución;
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• Impulsar políticas de conciliación de la vida personal y 
familiar;

• Fomentar el acceso al empleo de los jóvenes, creación 
de empleo estable y de calidad, inserción laboral, forma-
ción y promoción profesional;

• Inserción laboral de las personas con discapacidad y de 
los colectivos con especial dificultad en el acceso al em-
pleo y los colectivos en situación de riesgo de exclusión 
social;

• Participación de los trabajadores en las empresas;
• Contribuir a garantizar la seguridad y salud laboral, re-

ducción de la siniestralidad laboral y prevención de los 
riesgos laborales;

• Mandatar a una ley para regular las políticas de apoyo 
y fomento del trabajador autónomo;

• Atención preferente a las cooperativas y demás entida-
des de economía social;

• Políticas propias de relaciones laborales con determina-
ción de los ámbitos mínimos en que se han de desa-
rrollar, que comprende: políticas activas de empleo; la 
intermediación y el fomento del empleo y autoempleo;  
prevención de riesgos laborales y protección de la sa-
lud laboral; promoción de un marco autonómico para la 
negociación colectiva; así como la promoción de medios 
de resolución extrajudicial de conflictos laborales;

•  Adopción de medidas en el ejercicio de sus competencias 
y en el ámbito de la contratación y de las subvenciones 
públicas, destinadas a la seguridad y salud laboral; esta-
bilidad en el empleo; igualdad de oportunidades de las 
mujeres; inserción laboral de los colectivos  desfavoreci-
dos; y el cuidado de los aspectos medioambientales en 
los procesos de producción o transformación de bienes 
y servicios.
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COMPETENCIAS
Para completar el marco estatutario hay que hacer referen-

cia a las competencias que se asumen. Como indicábamos al 
examinar las competencias en el primer Estatuto de Autono-
mía, el vigente es bastante más amplio. Esto no implica que 
se hayan asumido más competencias, lo que no es posible 
dado que no se ha modificado la Constitución, sino que en 
estos Estatutos llamados de nueva generación, sobre todo en 
los de Cataluña y Andalucía, se ha desarrollado una mayor es-
pecificación de las mismas, incluyendo un contenido concreto 
mínimo basado en lo establecido en los Decretos de transfe-
rencias, así como en la doctrina del Tribunal Constitucional.

Por otro lado, tratándose como hemos visto de competen-
cias fundamentalmente ejecutivas, en el art. 42 se ha especifi-
cado el contenido de las mismas, concretando el apartado 3 
que estas competencias comprenden la función ejecutiva que 
incluye la potestad de organización de su propia administra-
ción y, en general, aquellas funciones y actividades que el 
ordenamiento atribuye a la Administración Pública y, cuando 
proceda, la aprobación de disposiciones reglamentarias para 
la ejecución de la normativa del Estado. En este inciso último 
se incluyen como ya indicamos las normas necesarias para 
la organización de los servicios y actos que tienen natura-
leza normativa, como pueden ser órdenes reguladoras de 
subvenciones y ayudas y el supuesto excepcional en que la 
normativa estatal posibilita alguna capacidad normativa de la 
Comunidad Autónoma.

El art. 63 del Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma, 
en el marco de la legislación del Estado, las competencias 
ejecutivas en materia de empleo y relaciones laborales que 
incluyen, en todo caso:

• Políticas activas de empleo, en las que se comprenden 
la formación de los demandantes de empleo y de los 
trabajadores en activo; la gestión de las subvenciones 
correspondientes; la intermediación laboral y el fomento 
del empleo;
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•  Las cualificaciones profesionales en Andalucía;
•  Procedimientos de regulación de ocupación y de actua-

ción administrativa en materia de traslados colectivos 
entre centros de trabajo situados en Andalucía;

•  La Prevención de Riesgos Laborales y la Seguridad en el 
Trabajo;

•  La determinación de los servicios mínimos de las huelgas 
que tengan lugar en Andalucía;

•  Los instrumentos de conciliación, mediación y arbitraje 
laborales;

•  La potestad sancionadora de las infracciones del orden 
social en el ámbito de sus competencias;

•  El control de legalidad y, si procede, el registro posterior 
de los convenios colectivos de trabajo en el ámbito te-
rritorial de Andalucía;

•  La elaboración del calendario de días festivos en el ám-
bito de la Comunidad Autónoma.

En el párrafo segundo del precepto se atribuye la compe-
tencia ejecutiva sobre la función pública inspectora en todo 
lo que se ha enumerado, para lo cual los funcionarios de los 
cuerpos que desempeñen esta función, dependerán orgánica 
y funcionalmente de la Junta de Andalucía. A través de los 
mecanismos de cooperación que posee el Estatuto, la Co-
misión Bilateral de Cooperación Junta de Andalucía-Estado, 
además de otros instrumentos bilaterales que puedan esta-
blecerse conforme al art. 219.2, se establecerán las fórmulas 
para garantizar el ejercicio eficaz de la función inspectora en 
el ámbito social, ejerciéndose las competencias del Estado y 
de la Junta de Andalucía de forma coordinada conforme a 
los Planes de actuación que se determinen a través de estos 
mecanismos de cooperación.

En cuanto a la Seguridad Social, le corresponde a la Comu-
nidad Autónoma, conforme al apartado tres, las competencias 
ejecutivas que se determinen en aplicación de la legislación 
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estatal, incluida la gestión de su régimen económico con ple-
no respeto al principio de unidad de caja.

En este caso, como se indicaba en las consideraciones 
generales, el Estatuto se ha limitado frente a las posibilidades 
que le ofrecía el texto constitucional porque ha desaparecido 
el desarrollo legislativo que sí aparecía en el Estatuto de 1981, 
en cuanto la competencia estatal se limita a la legislación 
básica en el art. 149.1.17 de la Constitución y se especifica el 
principio de unidad de caja que antes estaba incluido dentro 
del régimen económico.

Por último, el Estatuto recoge una serie de competencias en 
relación con el trabajo de los inmigrantes. Son competencias 
específicas que se integran en el ámbito laboral como com-
petencia prevalerte, ya que el régimen general de inmigración 
y extranjería es competencia estatal conforme al art. 149.1.2 
de la Constitución.

Conforme al art. 62.1 del Estatuto corresponde a la Co-
munidad Autónoma de Andalucía la competencia ejecutiva en 
materia de autorizaciones de trabajo de los extranjeros cuya 
relación laboral se desarrolle en Andalucía, en necesaria coor-
dinación con la competencia estatal en materia de entrada y 
residencia y de acuerdo con lo que establezca la legislación 
del Estado.

Dentro de esta competencia, concreta el texto estatutario 
que se incluye la tramitación y resolución de las autoriza-
ciones iniciales de trabajo, la tramitación y resolución de los 
recursos presentados a dichas autorizaciones (se entiende 
recursos administrativos) y la aplicación del régimen de ins-
pección y sanción.

También se incluye la participación en diversas decisiones 
del Estado, en particular y con carácter previo, en la fijación 
del contingente de trabajadores extranjeros a través de los 
mecanismos que prevé el Título IX, fundamentalmente la Co-
misión Bilateral de Cooperación Junta de Andalucía-Estado.
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Actuaciones que se llevan a cabo
Después del amplio excurso sobre el ámbito competen-

cial constitucional y estatutario, necesario para conocer hasta 
donde pueden llegar las Comunidades Autónomas en el cam-
po del empleo, es necesario pasar a los ámbitos de actuación 
así como a la concreción de aquello en lo que se materializa.

1. Actuaciones que llevan a cabo las  
Comunidades Autónomas como autoridad laboral.

Consecuencia de su competencia de ejecución, las Comu-
nidades Autónomas son la autoridad laboral en su ámbito 
territorial. El instrumento más específico para ello es la ins-
pección laboral a través de la Inspección de Trabajo. A través 
de ella se inspecciona el cumplimiento de la normativa laboral, 
iniciándose los correspondientes expedientes sancionadores, 
cuando proceda.

Pero hay otras funciones en este ámbito como son lo relati-
vo a la seguridad e higiene en el trabajo; la mediación, arbitra-
je y conciliación como instrumento de resolución de conflictos 
y controversias que tiene tanta tradición en el ámbito laboral; 
la fijación de servicios mínimos en el caso del ejercicio del 
derecho de huelga que afecten a los servicios esenciales de 
la comunidad en la terminología del art. 28.2 de la Constitu-
ción, cuando tengan lugar en el territorio de la Comunidad 
Autónoma y en general el listado que aparece en el art. 63 
del Estatuto de Autonomía como contenido mínimo y al que 
se hizo referencia al desarrollar los aspectos competenciales.

Estas facultades se han reducido como consecuencia del 
Real Decreto  Ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas ur-
gentes para la reforma del mercado laboral.

En este punto se ha eliminado la autorización de la auto-
ridad laboral que antes era preceptiva en los casos de sus-
pensión del contrato de trabajo o reducción de la jornada por 
causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, 
o derivadas de fuerza mayor, regulado en el art. 41 del Esta-
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tuto de los Trabajadores, así como en los despidos colectivos 
del art. 51, en el que la autorización de la autoridad laboral 
se ha sustituido por la comunicación solo en el supuesto de 
que el despido sea por causa de fuerza mayor, en el que se 
establece que la concurrencia de causa mayor debe de ser 
constatada por la autoridad laboral, cualquiera que sea el 
número de trabajadores afectados, a través de un expediente 
en el que se ha de dictar resolución en el plazo de 5 días 
desde la solicitud y surtirá efecto desde la fecha del hecho 
causante de la fuerza mayor.

El plazo es muy reducido y al no especificarse nada en 
torno al sentido del silencio hay que entender, de acuerdo 
con las reglas generales de procedimiento administrativo, que 
es positivo con lo que deja poco margen a la realización de 
las actuaciones e informes indispensables que establece el 
precepto.

Queda subsistente la posibilidad por parte de la autoridad 
laboral de impugnar los acuerdos alcanzados en el período 
de consultas en los despidos colectivos, cuando estime que 
se han alcanzado mediante fraude, dolo, coacción o abuso 
de derecho o cuando la entidad gestora de la prestación de 
desempleo hubiese informado que el acuerdo pudiese tener 
por objeto la obtención indebida de prestaciones por los tra-
bajadores afectados.

También se ha eliminado la posibilidad que el art. 40.2 atri-
buía a la autoridad laboral en el caso de movilidad geográfica 
de ampliar el plazo de incorporación o paralizar la efectividad 
del traslado por tiempo inferior a seis meses.

Todas ellas suponen las actuaciones típicas de las Admi-
nistraciones Públicas que autorizan, resuelven, inspeccionan e 
imponen sanciones.

2. Políticas activas de empleo
Los endémicos desajustes que se producen en el mercado 

de trabajo generados por las diferencias más o menos co-
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yunturales entre la oferta y demanda de trabajo, así como la 
adaptación de los trabajadores a las condiciones tecnológicas 
de la oferta laboral siempre en evolución, ha dado lugar a 
un complejo conjunto de medidas de diversa índole que se 
engloban dentro del concepto de políticas activas de empleo.

Como hemos dicho se trata de un conjunto heterogéneo 
que tanto comprende las medidas incentivadoras de tipo eco-
nómico para la creación de empleo mediante las ayudas a 
la contratación, bien de carácter general o por sectores de 
población con menos expectativas de acceso, así como tam-
bién las que se dedican a la formación de los trabajadores 
desempleados o no, e incluso, cabe incluir en este apartado 
la intermediación en el mercado de trabajo por la que co-
menzamos.

A. Intermediación en el mercado laboral.
Se trata de las funciones que ha desempeñado tradicional-

mente el Instituto Nacional de Empleo.
Consiste en la intermediación entre oferentes y demandan-

tes de empleo para el mejor acceso de los segundos a las 
demandas de los primeros.

Originariamente, hasta los finales del siglo pasado, se ca-
racterizaba por tratarse de un sistema exclusivamente público, 
de uso obligatorio que empezó a flexibilizarse con el Real 
Decreto Ley 18/1993 que introdujo las Empresas de Trabajo 
Temporal y las agencias privadas de colocación sin ánimo de 
lucro en nuestro sistema.

El proceso siguió con la Ley 35/2010, de reforma del mer-
cado de trabajo, fruto de la tramitación parlamentaria como 
proyecto de ley del Real Decreto Ley 10/2010, que permite 
que las agencias de colocación tengan finalidad lucrativa y 
continua con el reciente Real Decreto Ley 3/2012, de 10 de 
febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado 
laboral, que faculta a las empresas de trabajo temporal para 
operar como agencias de colocación.
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Pues bien, en este ámbito corresponde a las Comunidades 
Autónomas la gestión del servicio de intermediación en el 
mercado de trabajo en su modalidad pública, si bien no con 
el carácter de monopolio de épocas anteriores, así como la 
llevanza del registro de los demandantes de empleo y la au-
torización administrativa de las agencias de colocación.

La aparición de los operadores privados en la intermedia-
ción del mercado de trabajo ha dado lugar a un incremento 
de su actividad frente a la de los Servicios Públicos de Empleo. 
Las razones que se apuntan se basan en una mayor agilidad 
de los servicios privados así como una mejor adaptación a 
las necesidades que plantean los empresarios, sin que quepa 
olvidar la relación directa entre empresas y trabajadores sus-
ceptible de llevarse a cabo mediante las nuevas tecnologías y 
las disponibilidades para trabajar que remiten directamente a 
las empresas los interesados en encontrar empleo, de modo 
que en los servicios públicos de empleo se van concentrando 
aquellos colectivos con más dificultades para conseguir traba-
jo con lo que su eficacia disminuye, si bien se le presta un 
servicio a estos que pueden de hecho quedar más orillados 
en los servicios privados.

B. Formación Profesional.
Al tratar de la formación profesional hay que hacer una pri-

mera distinción entre la que podríamos calificar de académica 
o reglada y la que va directamente dirigida al empleo.

Ambas tienen como finalidad la obtención de una serie de 
conocimientos y habilidades que permitan a los ciudadanos 
desarrollar una actividad que le reporte un beneficio económi-
co, pero en la primera, también llamada reglada, su finalidad 
inmediata es la obtención de un título con validez académica 
como cualquier otro que culmina las enseñanzas en sus dis-
tintos grados. De forma mediata, se encuentra lógicamente la 
aplicación al trabajo para el desarrollo de una actividad a la 
que habilite el título específico que se haya obtenido o los 
conocimientos adquiridos en una fase formativa.
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La segunda que se ha llamado formación profesional ocu-
pacional o formación para el empleo, es la más específica 
y su finalidad es la obtención de un puesto de trabajo o el 
perfeccionamiento del trabajador y su reciclaje para evitar que 
pueda perder, por esta causa, el puesto que hubiese obtenido. 
Una y otra, si bien indicamos que se orientan al mismo fin, 
son distintas en su regulación por formar parte la primera del 
sistema educativo, lo que supone el que se regulen en cuanto 
a requisitos del profesorado y de los centros por las normas 
que rigen para la obtención de títulos académicos.

En este punto y en una posición intermedia, hay que re-
saltar las prácticas en empresas que se producen tanto en 
la obtención de los títulos de formación profesional reglada 
como en los universitarios, mediante los oportunos convenios 
para la inserción laboral de los estudiantes que, en bastantes 
ocasiones, aun estando sometidas a evaluación académica y 
siendo su superación un requisito para la obtención de los 
correspondientes títulos, concluyen con la contratación laboral 
del alumno por la empresa en que han realizado las prácticas.

Por ello, como objeto de nuestro trabajo nos vamos a cen-
trar en la segunda.

No creo que sea necesario resaltar la importancia de la 
formación para la obtención de empleo. Todos los estudios 
que se hacen demuestran que, pese a que la dificultad para 
obtener un puesto de trabajo se extiende a todos los ciu-
dadanos, a mayor nivel de formación el porcentaje de des-
empleados es inferior ya que con trabajadores mal formados 
es difícil conseguir cuotas aceptables de productividad en 
las empresas. Precisamente, uno de los problemas a que se 
enfrenta la oferta de trabajo en Andalucía, lo constituye la 
cantidad de jóvenes que abandonaron los programas forma-
tivos con el señuelo de un puesto de trabajo bien retribuido 
en el sector inmobiliario y cuando ha estallado la burbuja 
se encuentran sin trabajo y, lo que es peor, sin formación y 
con más edad, que dificulta la mejora en su cualificación, lo 
que en modo alguno puede considerarse un reproche, sólo 
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la constatación de un hecho en el que los trabajadores fue-
ron los menos responsables ya que quienes los contrataron 
conocían sus deficiencias de formación y la repercusión que 
ello podía tener en el resultado de su trabajo.

Esta modalidad de formación esta regulada por el Real 
Decreto 395/2007 que ha eliminado la distinción que existía 
entre la formación profesional ocupacional dirigida a traba-
jadores desempleados y la formación continua dirigida a los 
empleados y que, en consecuencia, era compatible con el 
desempeño de un puesto de trabajo.

En la nueva regulación se distingue entre:
1) Formación de demanda: comprenden las acciones forma-

tivas que llevan a cabo las empresas, así como los llamados 
permisos individuales de formación que consisten en la auto-
rización por parte de la empresa a solicitud de un trabajador, 
para llevar a cabo una acción formativa reconocida por una 
acreditación oficial dirigida al perfeccionamiento de su cuali-
ficación.

Tiene como destinatarios a los asalariados que trabajan 
en una empresa cualquiera que sea la modalidad de su con-
trato, así como a los fijos discontinuos en los períodos en 
que no estén ocupados y aquellos acogidos a una regulación 
temporal de empleo en el tiempo en que esté suspendido su 
contrato de trabajo.

2) Formación de oferta: son planes de formación en los que 
pueden participar tanto trabajadores ocupados como desem-
pleados sin que sea necesario la conexión a una empresa y, 
especialmente aunque no en todos los casos, está dirigida a 
la obtención de certificados de profesionalidad que acreditan 
que el trabajador posee las aptitudes necesarias para el des-
empeño de una actividad.

Fundamentalmente su organización ha de ser modular para 
permitir una acreditación parcial que disminuya los riesgos de 
abandono, así como una mejor adaptación a las situaciones 
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de empleado o no empleado en que puede encontrarse el tra-
bajador y, dentro de esta modalidad, se incluye los programas 
destinados a personas con necesidades formativas especiales 
o que tengan dificultades para su inserción o recualificación 
profesional.

3) Formación en alternancia: se trata de un sistema en el 
que la acción formativa se desarrolla mediante un sistema 
mixto que posibilita compatibilizar la formación y el aprendiza-
je con la práctica en el puesto de trabajo, lo que no consti-
tuye ninguna novedad ya que recogen la acción formativa que 
se llevaba a cabo en las Escuelas Taller y Casas de Oficio 
creadas en 1985 y los Talleres de Empleo que se crearon en 
1999.

El acceso a las primeras es limitado ya que ha de tratarse 
de desempleados con una edad máxima de 24 años con una 
duración de la acción formativa que no puede superar los 
dos años en las Escuelas Taller y de uno en las Casas de 
Oficio, dándose en ambas el régimen de una primera fase de 
instrucción dedicada en exclusiva a la formación y otra en 
que la formación se alterna con el desempeño de un puesto 
de trabajo.

Por su parte los talleres de empleo van dirigidos a traba-
jadores sin límite de edad con especiales dificultades para 
integrarse en el mercado de trabajo, parados mayores de 45 
años y discapacitados y no existen fases sino que desde el 
comienzo del programa la formación se recibe en alternancia 
con el desempeño del puesto de trabajo, partiendo de que el 
tiempo destinado a formación no puede ser inferior al 25% 
de la jornada laboral.

Estas modalidades de formación fueron transferidas a 
la Comunidad Autónoma de Andalucía por el Real Decreto 
467/2003, de 25 de abril.

Para cerrar esta perspectiva de la formación para el empleo 
hay que referirse a la formación del trabajador autónomo que 
cobra una especial relevancia dada la poca aceptación del 
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autoempleo que se ha venido dando en nuestra Comunidad 
Autónoma y la endémica falta de lo que se ha venido a de-
nominar  cultura emprendedora. Esta aparece en el Estatuto 
del Trabajador Autónomo, Ley 20/2007, de 11 de julio y en 
la Ley Andaluza de Trabajo Autónomo, Ley 15/2011, de 23 
de diciembre, en cuyo art. 5.2, entre las políticas activas de 
trabajo autónomo se incluye favorecer la formación y reciclaje 
profesional que garanticen la adecuada y continua capacita-
ción del trabajador o trabajadora autónomo en la actividad 
que desarrolle, así como en el uso de las nuevas tecnologías 
de la información y comunicación

Todas estas actividades se llevan a cabo a través de la 
impartición de cursos, bien por las empresas, conforme a la 
modalidad formativa de que se trate, o por entidades priva-
das homologadas, sindicatos y organizaciones patronales. Las 
cantidades recibidas por sindicatos y patronal por estos con-
ceptos han sido objeto de frecuentes críticas en los medios, 
máxime en un período de fuertes restricciones como el que 
estamos viviendo. La realidad es que su cuantía es impor-
tante y, como en todo, lo relevante es el hecho ya que en 
los comentarios y conclusiones que se difunden no se puede 
descartar que sean interesadas. Patronal y sindicatos por su 
posición se encuentran cualificadas para la organización de 
estas actividades formativas en aquellos sectores que sean 
más eficaces pero, al tratarse de fondos públicos lo que se 
destinan a ellos, el control no puede limitarse a la realización 
de los cursos sino, lo que es más importante, al cumplimiento 
de los objetivos que no es tanto la obtención por parte de 
los participantes de una serie de aptitudes y habilidades, sino 
que estas le sirvan para la obtención de un empleo o para 
el mantenimiento del que ya tienen así como a su perfección 
profesional. Es decir no solo han de ser eficientes en cuanto 
al empleo de los recursos sino eficaz por los resultados.

Solo añadir que se ha anunciado un recorte en los presu-
puestos generales del Estado, de los fondos destinados a las 
políticas activas de empleo. En unos presupuestos restrictivos 
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hay que reducir gastos y corresponde al gobierno proponer y 
a las Cortes Generales aprobar en qué partidas se van a ma-
terializar estos recortes, pero con el número oficial de parados 
que hay en España y con las perspectivas de su incremento, 
hay que plantearse si esta reducción es la más adecuada ya 
que todos están de acuerdo en que la formación es esencial 
para obtener empleo y que, como ya indicamos, las mayores 
bolsas de paro se dan entre los colectivos que cuentan con 
una menor preparación.

Como anexo se recogen cuadros estadísticos de alumnos 
y alumnas formados en cursos de formación profesional ocu-
pacional en el año 2009, así como los cursos impartidos por 
programas formativos y por familia profesional y entidades 
que los llevan a cabo, publicados por el Servicio Andaluz de 
Empleo de la Consejería de Empleo de la Junta de Andalucía.

C. Ayudas para el fomento del empleo.
Proceden de las transferencias del antiguo fondo nacional 

de protección al trabajo.
Aquí, como también ocurre con las actividades formativas, 

no se puede decir que se trata de una actividad desarrollada 
en exclusiva por las Comunidades Autónomas. El fomento del 
empleo, además de una política directa, se puede conside-
rar transversal en cuanto es tenida en cuenta a la hora de 
diseñar cualquier política pública, como ocurre con las obras 
públicas que, pese a que su realización persigue el dotar de 
mejores infraestructuras a los ciudadanos, entre los beneficios 
de su realización se cuenta los empleos directos o indirectos 
que produce y lo mismo podríamos decir del turismo e incluso 
de la cultura y el medio ambiente.

Por su carácter transversal corresponde su materialización 
a la Administración que actúe en cada caso. Así si se tradu-
ce en beneficios fiscales corresponderá a aquella a la que le 
corresponda legislar sobre el correspondiente tributo o ingreso 
público y si de beneficios para la obtención de autorizaciones 
o licencias, aquella que sea competente para otorgarlos por 
razón de la respectiva materia.
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El grupo mayor de esas actividades de fomento lo constitu-
yen las subvenciones que se otorgan de acuerdo con las dis-
tintas órdenes reguladoras de las mismas y suelen englobarse 
en distintos programas con finalidades diversas, todas ellas 
con la finalidad de incrementar el empleo y con financiación 
procedente de los presupuestos de las distintas Administracio-
nes Públicas y fondos europeos procedentes del Fondo Social.

La finalidad es la creación de puestos de trabajo, con una 
asignación por puesto creado con la obligación de su mante-
nimiento durante un período de tiempo determinado, así como 
también puestos de trabajo específicos como es el de jóvenes, 
personas con dificultades para encontrar empleo como los pa-
rados de larga duración, mayores de una determinada edad, 
personas con discapacidad, etc.

En una posición mixta entre incremento de la actividad 
económica y fomento del empleo se encuentran las ayudas 
para el autoempleo o la creación de empresas en general o 
con un perfil determinado de trabajador como es el caso de 
jóvenes y mujeres. Se tratan de subvenciones que se conce-
den en régimen de concurrencia no competitiva, de forma que 
se genera el derecho a su obtención por la concurrencia del 
hecho determinante de la misma, es decir, la creación de los 
correspondientes puestos de trabajo, sin que haya una selec-
ción de beneficiarios mediante la correspondiente valoración 
de los concretos proyectos empresariales.

Otra modalidad son las llamadas ayudas sociolaborales.
Son ayudas destinadas a los trabajadores de empresas con 

dificultades que tienen que acudir a regulaciones de empleo 
extintivas o interruptivas de la relación laboral. Con ellas se 
garantiza la percepción de las indemnizaciones y la efectividad 
de los acuerdos cuando la situación económica de la empresa 
impide que pueda hacerle frente con sus recursos. Son ayudas 
complejas por la posible concurrencia en ocasiones con pres-
taciones de la Seguridad Social, así como la variada casuística 
que se produce en cuanto a la situación de trabajadores y 
empresas.
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En este ámbito es donde se ha producido en Andalucía 
recientemente el escándalo de la inclusión en estas ayudas de 
personas que no reunían los requisitos requeridos para la per-
cepción o que, incluso, no habían trabajado en las respectivas 
empresas. Hechos inadmisibles que están siendo depurados 
en las correspondientes actuaciones judiciales, pero que no 
pueden llevar a crear una conciencia de fraude generalizado 
como, se está instalando en la opinión pública, ya que hay 
muchos trabajadores que legítimamente las están percibiendo 
y no deben de ser mezclados con los que han incurrido en 
el fraude.

Realmente estas ayudas, que por algo se llaman sociolabo-
rales, tienen más de social que de laboral puesto que sus be-
neficiarios en la mayoría de los casos no se van a incorporar 
al mercado de trabajo y vienen a salvar el período de tiempo 
necesario para que empiecen a percibir la correspondiente 
pensión de jubilación, pero, en cuanto que la causa remota se 
encuentre en el empleo hay que considerarlas aquí.

En esta relación de medidas de fomento, pese a que cada 
vez tienen más engarce en el ámbito de la actividad econó-
mica, aunque no se puede olvidar que esta es la base del 
empleo, hay que referirse a las ayudas a empresas, que son 
ayudas para fomentar la creación y modificación de empresas, 
así como medidas que propicien su salvamento en situaciones 
críticas, como las que estamos viviendo en estos momentos.

Estas ayudas también de naturaleza subvencional están 
plenamente afectadas por la normativa comunitaria en cuanto 
entran dentro del concepto de ayudas de estado, lo que no 
ocurre con las que hemos visto con anterioridad que tienen 
por destinatarios a los trabajadores. El régimen de estas ayu-
das excede del ámbito que nos ocupa, solo indicar que en 
cuanto pueden afectar a la libre competencia, se someten con 
carácter general a un riguroso régimen de comunicación  para 
que pueda valorarse su compatibilidad con el Tratado, salvo 
aquellos supuestos excluidos por la regulación comunitaria o 
comprendidos en programas aprobados por la Unión.
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Las ayudas se materializan en diversas modalidades para 
que puedan adecuarse mejor a las necesidades de cada pro-
yecto que se concretan en:

•  Ayudas directas para la creación y modificación de em-
presas, optándose cada vez más por las de carácter 
reembolsable concedidas en las condiciones que rigen 
en los mercados; bonificaciones de tipos de interés que 
requieren la colaboración de una entidad financiera, pero 
que permite multiplicar el efecto para la obtención de 
recursos por las empresas de las cantidades que se 
destinen a esta finalidad y préstamos participativos que 
constituyen una modalidad muy cercana a la considera-
ción de capital, ya que en ocasiones se computan como 
patrimonio de la compañía y cuya retribución, es decir 
los intereses que devenga, depende de los resultados de 
ésta.

•  Ayudas para aquellas empresas que, estimándose que 
son viables, se encuentran en una situación coyuntural 
que pone en riesgo su subsistencia. Estas ayudas se di-
versifican en las llamadas ayudas de salvamento, en la 
mayoría de las ocasiones promovidas por la insuficiencia 
crediticia para el desenvolvimiento de la empresa o por 
la falta de pago de sus deudores y ayudas de rees-
tructuración, cuando se hace necesario adoptar alguna 
medida organizativa

Por último, se contempla también el fomento de las inicia-
tivas de empresariado autónomo.

CONCLUSIÓN
Hemos intentado mostrar con una finalidad divulgativa, las 

actuaciones que llevan a cabo las Comunidades Autónomas 
en el ámbito del empleo, partiendo del marco constitucional y 
estatutario, y la materialización concreta en cuanto a su ac-
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tuación como Administración Pública en el ejercicio de autori-
dad así como las acciones formativas y de fomento que llevan 
a cabo tanto en lo relativo a la contratación laboral, como a 
la creación de empresas que, si bien directamente persiguen 
el incremento de la actividad productiva y su incidencia en 
la actividad económica, la repercusión en el incremento del 
empleo es inmediata.

Como se ha indicado, salvo en el ejercicio de las compe-
tencias como autoridad laboral, la actividad de las Comuni-
dades Autónomas en este ámbito no es en exclusiva, tanto 
la formación como el fomento con incidencia laboral se lleva 
a cabo por todas las Administraciones Públicas,  de acuerdo 
con los ámbitos territoriales de los distintos programas y la 
capacidad de gasto de que dispongan.

De todas estas actividades quiero resaltar la formativa. En 
toda formación para el ejercicio de una actividad hay que dis-
tinguir entre la inicial que se lleva a cabo una vez culminada 
la propiamente educativa y la continua que teóricamente debe 
de ir unida al desempeño de un trabajo, de modo que una 
defectuosa formación inicial o un vacío temporal en la misma, 
dificulta la formación continua necesaria para adaptarse a las 
nuevas tecnologías, así como a los cambios de los sistemas 
productivos.

Hace años prácticamente un trabajador podía desarrollar 
toda su vida laboral con una tecnología que aunque evolucio-
nase era reconocible, lo cual ha pasado a la historia y no lo 
digo con sentido crítico porque, además de que creo que esa 
evolución tiene aspectos beneficiosos, los hechos son lo que 
son, pueden gustar más o menos, pero no admiten discusión. 
Por ello, al igual que un vacío en la formación inicial lastra, 
la existencia de paréntesis en la continua conduce a la ob-
solescencia del trabajador y a la subsiguiente merma de sus 
posibilidades de continuar en el mercado de trabajo e incluso 
a su expulsión del mismo, máxime cuando se dice, por algún 
experto, que la totalidad de los puestos de trabajo que se 
vayan a crear serán de alta o media cualificación.

41Fundación cardenal Spínola



Esto tiene una especial gravedad en un momento como el 
que vivimos en que el desempleo no para de incrementarse y 
en el que todos los que se encuentran en paro, si no invierten 
su tiempo en actividades formativas, además de los riesgos 
que para el desarrollo personal implica la inactividad total, 
pueden encontrarse, cuando se produzca la reactivación, sin 
posibilidades de emplearse con lo que se va a materializar lo 
que ya se está denominando la generación perdida.

Por ello, me preocupa la disminución de los fondos públicos 
destinados a todo tipo de formación. Se que me contrargu-
mentarán con la escasez de recursos, pero sin que quepa en-
trar en ese tema por no ser el que nos ocupa, la cuestión no 
es si los recursos son más o menos escasos, sino lo que se 
prioriza cuando se reparten y cabría recortar en otros secto-
res y no me refiero solo a los coches oficiales u otros gastos 
similares. Esa es la responsabilidad de quiénes legítimamente 
toman las decisiones que también son responsables de las 
consecuencias de ésta.

Tras el telón de la crisis que nos dificulta, cuando no 
impide, el ver más allá y el fomento del miedo instalado en 
todos los medios de comunicación que nos paraliza, tengo la 
impresión y no soy el único, de que están intentando cambiar 
en profundidad el modo de sociedad y, lo que es más grave, 
el marco de convivencia en que hemos vivido hasta ahora.

La naturaleza confesional cristiana de la fundación que asu-
me este trabajo me lleva a hacer una última reflexión.

El trabajo cabe considerarlo desde distintos aspectos, uno 
de ellos en el económico puede ser un elemento más de la 
producción, pero los trabajadores son hombres y mujeres que, 
en cuanto tales, están por encima de las máquinas y, por 
supuesto del capital, y bastante antes de que las constitucio-
nes modernas lo tipificaran, tienen el derecho a desarrollarse 
en todas sus potencialidades para lo que el trabajo es un 
elemento esencial. La raíz cristiana de Europa no se funda 
en si aparece o no expresada en el preámbulo de un tratado 
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o de una constitución, sino en si los principios del llamado 
humanismo cristiano que superan el ámbito de la religión, 
constituyen esa mínima base moral conjunta de los habitantes 
de aquellos pueblos que se formaron con las raíces de Europa 
así como de sus gobiernos. 

Todo esto es imprescindible no solo decirlo sino creerlo 
y ponerlo en práctica a fin de tomar todas las medidas que 
sean necesarias para colocar a los hombres en el lugar que 
les corresponde, ya que la realidad actual es que lo primordial 
son los capitales, o mejor los dueños de los capitales, y el 
que obtengan las mayores ganancias, finalidad a la que todos 
los que tiene la capacidad y sobre todo la responsabilidad de 
intervenir se someten.



ANEXOS
Cuadros estadísticos de alumnos y alumnas formados en cursos 
de formación profesional ocupacional en el año 2009, así como 
cursos impartidos por programa formativo y por familia profesio-
nal.

Fuente: “Estadísticas de alumnos/as formados/as en Cursos de 
Formación Profesional Ocupacional durante el año 2009”, publi-
cado por el Servicio Andaluz de Empleo, Consejería de Empleo.
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SEGUNDA PARTE
Reflexiones





A MODO DE CONCLUSIONES

1. Los caracteres que se señalan de la actual crisis económi-
ca y financiera son, en general, su profundidad y duración. 
También la globalidad al afectar al mundo más desarrollado 
y la inexistencia de acuerdo sobre las medidas eficaces 
para superarla.

2. En el trasfondo laten concepciones antagónicas sobre la 
economía. De una parte, su independencia de cualquier ele-
mento que no sea el mercado, perseguidor del beneficio 
ilimitado y que en caso de desajuste se autorregula mecáni-
camente. De otra, la existencia de principios permanentes de 
orden moral y su subordinación instrumental al servicio del 
ser humano y que, al proporcionar riqueza, permita su más 
justa distribución.

3. Ello determina dos criterios básicos que orientan la supera-
ción de la crisis: las medidas tenderán a reparar los defec-
tos apreciados para volver a la situación que se consideró 
normal. Por el contrario ello no basta sino que se precisa 
la reforma de las relaciones económicas ya que, en otro 
caso, las crisis serán cada vez más frecuentes y violentas.

4. La gravísima situación económica de nuestro país tiene 
simplificadamente su origen en que el crecimiento de años 
anteriores a la crisis se hizo a crédito y la deuda enorme 
contraída ha de pagarse ahora. Sobre el principio admitido 
de que el gasto debe quedar limitado por el ingreso, el 
reequilibrio del desequilibrio debe conseguirse con una re-
ducción drástica de aquél. Pero comienza a extenderse la 
opinión de que junto con el recorte del gasto debe existir 
un estímulo a la inversión. Y, sobre todo, que el sistema 



financiero recobre su función principal, la de proveer el 
crédito. En suma, la delicada y difícil compatibilidad entre 
la estabilidad presupuestaria y el crecimiento.

5. En este escenario son necesarias las actuaciones públicas 
de las Administraciones debidamente coordinadas en un 
Estado complejo como es el español y como se señala 
acertada y pormenorizadamente en el estudio antecedente, 
de acuerdo con las respectivas competencias. Y también un 
consenso y pacto global entre todos los partidos políticos 
y agentes sociales y económicos.

6. Siendo el paro el principal y más grave problema, la crea-
ción de trabajo es la prioritaria tarea que ha de afrontarse, 
sobre la base de un aumento de la actividad económica. 
Esa tarea es primordialmente del empresariado, debiendo 
las Administraciones Públicas realizar funciones de facili-
tarla, ayudarla y fomentarla.

7. El instrumento normativo es el que poseen las Administra-
ciones Públicas en diversos campos y, especialmente, en 
el de las relaciones laborales, mas las sucesivas reformas 
en los últimos años se han revelado poco operativas y 
eficaces hasta ahora. La última de 2012 refleja desequi-
librio entre las partes, con deterioro de la situación del 
trabajador.

8. La sociedad acusa una débil conciencia de cultura empre-
sarial rehuyéndose el riesgo que comporta toda iniciativa. 
Es particularmente importante ese defecto en Andalucía. 
Ciertamente no todos tienen cualidades para ser empresa-
rios ni además vocación pero es básico que se fomente y 
tenga reconocimiento social.

9. Es fundamental insistir en la doctrina social de la Iglesia, 
como fórmula de interpretar la realidad confrontándola 
con el Evangelio, y en la dimensión espiritual del trabajo y 
en sus valores éticos. No bastan declaraciones programáti-
cas sino que esos valores deben ejercitarse en un ámbito, 
el denominado con feliz expresión por el actual Papa “atrio 
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de los gentiles” en el que coincidan todos los seres de 
buena voluntad. El amor preferencial por los pobres no es 
una opción de clase sino expresión de la dignidad de la 
persona.

10. Junto al puesto de trabajo existente creado por terceros, 
existe la creación de la actividad o negocio propio me-
diante el autoempleo en proyectos pequeños. Esta posibi-
lidad es apoyada con microcréditos y sobre todo con la 
acogida y orientación que ofrece la Fundación dentro de 
sus posibilidades.



SENSIBILIZACIÓN Y ACTITUDES

1. La sensibilidad ante el desempleo, exige:
•  La convicción de que el problema del paro posee una  

dimensión  ética que debe presidir y orientar la conside-
ración meramente económica.

•  La conversión personal.
•  La traducción en gestos que posean valor testimonial y 

práctico.
2. La magnitud del problema del desempleo es generalmen-
te reconocida y nos afecta a todos, no caben actividades 
pasivas. Como guía práctica reproducimos las ya citadas en 
ocasiones anteriores.

1.ª  Conocer la situación e implicarse  en la  solución de los 
 problemas que afectan a los trabajadores. Disponer  de  
 información  objetiva, no sólo de un conocimiento aproxi- 
 mado, que  sirva  para  la reflexión  y para aportar lo  
 que a cada uno le corresponda en la posible  solución.  
 A ello pretenden responder los Documentos de la Funda- 
 ción. 

2.ª Formación de conciencia social.
3.ª  Participar en la función social y política.
4.ª  Intensificar la tares evangelizadora de la comunidad cris-

 tiana.

En definitiva, concluimos reiterando las palabras finales de 
nuestros documentos “Reducir las desigualdades sociales no 
es sólo cuestión de medios técnicos, sino de inteligencia 
y de corazón. Eso lo saben las mujeres y los hombres que 
colocan el significado de la persona humana como primer 
objetivo de su acción”
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